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Resumen 
La libertad de expresión es un derecho fundamental que encuentra su soporte en el artículo 
20 de la Constitución política, siendo una prerrogativa que se ejerce de diversas formas, 
entre ellas, la creación de medios de comunicación masiva y la investigación, recopilación 
y difusión de ideas, opiniones y sucesos que se presenten al interior de una sociedad. Este 
derecho ha sido ampliamente tratado en diversos instrumentos internacionales, así mismo, 
ha sido objeto de distintos pronunciamientos jurisprudenciales, los cuales le han venido 
otorgando una relevancia tal que lo han hecho inmune a las restricciones que se le quieran 
imponer por vía legislativa. No obstante, el ejercicio del mismo puede entrar en disputa con 
otra clase de prerrogativas de categoría superior tales como el derecho a la intimidad, al 
honor, al buen nombre y la dignidad humana, considerados pilares en los que se funda el 
Estado Social de Derecho. Es por ello, que la garantía del goce y satisfacción del derecho a 
la libertad de expresión ejercido a través de la libertad de prensa y de información no puede 
considerarse como absoluto, ya que no se debe soslayar la protección constitucional que se 
la ha reconocido a otras prerrogativas de categoría superior. Es decir, que no es posible 
permitir dentro un ordenamiento jurídico, ni al interior de un Estado democrático, que el 
Derecho a la libertad de expresión se transfigure en un derecho a la libertad de agresión. 
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The right to freedom of the press and information. A review of your protection and 
limits of your exercise in Colombia. 
Alix Katherine Velásquez Calderón 
 
Abstract. 
Freedom of expression is a fundamental right that finds its support in Article 20 of the 
Constitution, being a prerogative that is exercised in various ways, including the creation of 
mass media and research, collection and dissemination of ideas, opinions and events that 
occur within a society. This right has been widely dealt with in various international 
instruments, and it has also been the object of various jurisprudential pronouncements, 
which have granted it such importance that it has been made immune to the restrictions that 
it is required to impose through legislation. However, the exercise of the same can enter 
into a dispute with another class of prerogatives of higher category such as the right to 
privacy, honor, good name and human dignity, which is considered as one of the pillars in 
the that the Social Rule of Law is founded. That is why the guarantee of the enjoyment and 
satisfaction of the right to freedom of expression exercised through the freedom of the press 
and information can not be considered as absolute, since the constitutional protection that 
has been granted to the public can not be ignored. other prerogatives of higher category. 
That is, it can not be allowed within a legal system, or within a democratic State, that the 
right to freedom of expression is transfigured into a right to freedom of aggression. 
Key words: Freedom of the Press, Freedom of Expression, Constitutional Protection, State 
Limitation, Media, Privacy, Good name, Democracy. 
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Introducción. 
La libertad de expresión encuentra su fundamento legal en el artículo 20 de la 
Constitución Política de Colombia, el cual reza de la siguiente manera: 
Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y 
opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la de fundar 
medios masivos de comunicación. 
Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a la 
rectificación en condiciones de equidad. No habrá censura. 
Es decir, que es un derecho que se reconoce como fundamental y que debe protegerse de 
manera especial, puesto que los derechos fundamentales se encuentran íntimamente ligados 
a los derechos humanos y, por tanto, el Estado tiene la obligación de garantizarlos a través 
de políticas de implementación que están instituidas al interior de la Norma Superior (Llano 
y Velasco, 2016). 
Como se puede observar, y si se lee detalladamente el texto constitucional previamente 
citado, se logra establecer que la libertad de expresión se materializa a través de diferentes 
actividades encaminadas principalmente a difundir y transmitir pensamientos, opiniones e 
información.  
Algo que se puede realizar de acuerdo con el precepto citado a través de los medios 
masivos de comunicación, tales como la radio, la televisión, las redes sociales y los medios 
escritos, en virtud de los cuales se materializa el derecho y la libertad de prensa, la cual es 
objeto de esta investigación y cuya finalidad principal es “la información veraz e imparcial, 
es decir, la que adecue el intelecto con la realidad. Gracias a este derecho se procura que la 
persona sea sujeto autónomo del conocimiento y miembro de la comunidad política.”. 
(Cifuentes, 2000, p. 199). 
Lo anterior, implica que la libertad de prensa y de información como reflejo de la 
libertad de expresión desempeña un papel trascendental al interior de la sociedad, puesto 
que le permite al ciudadano acceder al conocimiento de determinados asuntos que fueron 
objeto de una investigación previa y que se suponen veraces. Esto, con el propósito que la 
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persona pueda crearse un criterio propio y que su poder de decisión frente a diversos temas 
no sea sesgado, sino objetivo. 
En ocasiones el ejercicio del derecho a la libertad de prensa y de información colisiona 
con otros derechos fundamentales que también son protegidos de forma vehemente por la 
Constitución Política, por lo que se hace necesario reflexionar acerca de los límites que 
debe tener la libertad de expresión dentro de un Estado Social de Derecho como lo es 
Colombia y si su restricción representa alguna vulneración a la Norma Superior. 
Por ello, surge dentro de esta investigación, un problema jurídico que hace referencia 
acerca de ¿cuáles son los límites de la Libertad de información y de prensa en Colombia, 
teniendo en cuenta que con su ejercicio se pueden afectar de manera directa ciertas 
prerrogativas de categoría superior como lo son, el derecho a la intimidad, al honor y el 
derecho al buen nombre? 
Por otro lado, como objetivo general se desea analizar los elementos y características 
esenciales que integran el derecho a la libertad de información y de prensa en Colombia, los 
cuales han sido reconocidos por diversas normas nacionales e internacionales, así como por 
diversos pronunciamientos jurisprudenciales que han permitido que su ejercicio cuente con 
cierta inmunidad y especial protección frente a las restricciones que se le pretendan 
establecer. 
Ahora bien, con el propósito de desarrollar el problema jurídico planteado y el objetivo 
general propuesto, la autora realizará una recopilación de literatura jurídica escrita sobre la 
materia. Es decir, se acudirá a la norma, la jurisprudencia y a la doctrina, para que a través 
de un método analítico y descriptivo se logre establecer si en definitiva toda restricción a la 
libertad de prensa se configura como una transgresión a la Constitución y al Bloque de 
Constitucionalidad, o si, por el contrario, una limitación a este derecho representaría una 
protección tanto para los mismos periodistas, como para la sociedad en general. 
Lo anterior, permitirá reflexionar acerca de la importancia de la libertad de prensa en 
Colombia, pero en comunión con la protección y salvaguarda de otras prerrogativas de 
categoría superior. Adicional a ello, se realizará dentro de esta investigación un breve 
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recuento sobre la complejidad del ejercicio de la profesión periodística en un país que ha 
sido marcado por la violencia.  
Ello permitirá establecer la importancia de la protección especial que se le ha reconocido 
a esta profesión y a quienes la ejercen, entendiendo que su actividad coadyuva a que el 
Estado democrático sea más eficaz y transparente. 
Así las cosas, la hipótesis que se manejará dentro de esta investigación es que el derecho 
a la libertad de información y de prensa en Colombia cuenta con una protección especial al 
interior del marco normativo existente, pues así lo dispone la Constitución Política y el 
bloque de constitucionalidad.  
No obstante, cuando este derecho entra en conflicto con otras prerrogativas de categoría 
superior consignadas en la Carta Política, automáticamente se impone un límite a la libertad 
de expresión, esto, en virtud de la dignidad humana como principio fundante del Estado 
Social de Derecho. Por lo tanto, pese a que la libertad de prensa en Colombia se le reconoce 
cierta inmunidad para su restricción, no podrá estar por encima de otros derechos 
fundamentales inherentes a las personas. 
1. La libertad de prensa y la libertad de información en Colombia. 
La libertad de expresión se constituye como el derecho que tiene todo ciudadano a 
manifestar y difundir de manera libre sus ideas y pensamientos sin ningún tipo de 
restricción y sin que sea molestado por ello. Es enunciada de forma explícita y adquiere 
especial relevancia con la promulgación de la Constitución Política de 1991, conforme 
indicó la Corte Constitucional en sentencia T-512 de 1992: 
La Constitución Política de 1991 amplió considerablemente la concepción jurídica 
de esta garantía y avanzó hacia su consagración como derecho humano que cubre 
ya no solamente la posibilidad de fundar medios periodísticos y, en general, 
medios de comunicación, y de acceder a ellos para canalizar hacia la colectividad 
la expresión de ideas y conceptos, sino que cobija las actividades de investigación, 
y obtención de informaciones, así como el derecho de recibirlas, a la vez que el de 
difundirlas, criticarlas, complementarlas y sistematizarlas.  (Corte Constitucional, 
Sentencia T-512, 1992) 
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En virtud de lo anterior y a partir de la consagración de la libertad de expresión en 
sentido genérico, son identificables otras libertades antagónicas y de vital relevancia para el 
desarrollo de la presente investigación tales como son la de información y de prensa. De 
dicho modo, se identifica en el articulado la concepción  de la libertad de prensa, que es 
definida como el derecho fundamental para publicar y difundir las ideas por cualquier 
medio gráfico y  en palabras de la Corte Constitucional se encuentra amparada por el 
artículo 20 de la Carta, pues constituye una forma de desarrollo de la libertad de expresar y 
difundir el pensamiento sea propio o ajeno, de manifestar opiniones, de dar y recibir 
informaciones y de fundar medios masivos de comunicación. (Corte Constitucional, 
Sentencia T-609, 1992)  
Por su parte, la libertad de información se típica como aquella que comprende  la 
difusión masiva de la opinión editorial del medio,  en virtud de la cual se  genera un 
intercambio de ideas, de modo tal que se permita la formación de una opinión publica 
primordial  para el ejercicio de derechos políticos  de participación, siendo esta su principal 
característica que le  entrelaza con el acto democrático. Lo anterior según palabras de la 
Corte Constitucional en sentencia  T-080 de 1993. 
Volviendo a las generalidades, la libertad de expresión se erige como el derecho que 
tienen los mismos ciudadanos a recibir dichos pensamientos y opiniones sea de forma 
escrita o verbal y a través de cualquier medio. Su garantía, según lo expresa la Corte 
Constitucional en Sentencia C-033 de 1993,  radica en  que la información reúna tres 
requerimientos: que ella sea cierta, objetiva y oportuna, para lo cual  es menester  que este 
sustentada en la realidad, que su trasmisión o presentación no resulte sesgada  y además, 
que exista inmediación  entre la ocurrencia de los hechos  y su publicación.  
De ello se infiere la titularidad universal que caracteriza esta libertad, en virtud de lo 
cual todos los miembros de la sociedad son titulares del derecho a la libertad de expresión y 
lo que a su vez implica que se configure como una prerrogativa  de doble vía a partir de lo 
cual se garantiza su ejercicio tanto al sujeto activo, como al pasivo de la información. 
Significando esto que, tal envuelve deberes y obligaciones. De acuerdo con la Corte 
Constitucional: 
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La libertad de información se constituye en un derecho fundamental cuyo ejercicio 
goza de protección jurídica y a la vez implica obligaciones y responsabilidades. 
Es pues un derecho-deber, esto es, un derecho no absoluto, sino que tiene una 
carga que condiciona su realización. (Cursiva dentro del texto) (Corte 
Constitucional, Sentencia C-033, 1993)  
Ahora bien, partiendo de la titularidad universal que caracteriza la prerrogativa en 
estudio, se tiene que el ejercicio de la libertad de expresión  en sentido genérico, solo exige 
de su titular las facultades físicas y mentales para su ejercicio; no obstante, lo contrario 
ocurre con la libertad de informar, siendo explicita la Corte  en enunciar que: 
La libertad de informar supone, además de estas capacidades, la existencia de una 
infraestructura material que sirva de soporte y haga posible la difusión masiva del 
pensamiento o de la opinión. La trascendencia que la libertad de información tiene 
para la vida democrática y la formación de la opinión pública, justifican las 
restricciones o limites que la Constitución  impone a su ejercicio. (Corte 
Constitucional, Sentencia SU-056, 1995) 
     Esta cualificación ha sido justificada por la Corte, la cual  establece que : 
 
En aras de la calidad de la información, de la pericia que se requiere para poder 
satisfacer los requerimientos de la opinión pública, y por exigencia  misma del 
interés general, es razonable que un grupo especializado se encargue  de asumir, 
como profesión, el deber de informar los asuntos de interés general a la 
colectividad, y dicho deber genera el derecho de informar profesionalmente. 
(Cursiva dentro del texto) (Corte Constitucional, Sentencia C-045, 1996) 
A partir de lo anterior  se reitera la injerencia que tienen los derechos a la información y 
la libertad de prensa, en el desarrollo  y funcionamiento del sistema democrático, al ser 
tenido como un medio de control  del orden público en general. Así bien, insta la Corte  en 
manifestar que: 
Una prensa libre contribuye a informar y formar a los ciudadanos; sirve de 
vehículo para la realización de los debates sobre los temas que inquietan a la 
sociedad; ayuda de manera decisiva a la formación de la opinión pública; actúa 
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como instancia de control sobre los poderes públicos y privados, etc. Además, la 
libertad de prensa es fundamental para el ejercicio pleno del derecho al libre 
desarrollo de la personalidad, pues para que una persona pueda definir y seguir de 
manera apropiada la orientación que le desea dar a su existencia es necesario que 
tenga la posibilidad de conocer distintas formas de concebir la vida y de comunicar 
su propia opción vital. La importancia de la libertad de prensa para el buen 
funcionamiento del sistema político y para el desarrollo libre de cada una de las 
personas explica la amplia protección que se le dispensa a esta garantía en el 
constitucionalismo moderno. Corte Constitucional, Sala Tercera de Revisión. (5 de 
Marzo de 1998) [M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz] 
     Conforme el desarrollo efectuado, se tiene que la libertad de expresión  y la libertad  de 
información merecen un tratamiento diferencial, siempre que no es permitido  coartar la 
exposición de opiniones  a cualquier persona por cuanto  dicha emisión no tiene en 
principio limites, pero  si es dable impedir la exposición de hechos  distantes a la realidad, 
transmitidos de forma parcializada o cuyo objetivo sea el de inducir en error al receptores 
de tal información, ya que la emisión de datos facticos está protegida  solo en tratándose  de 
una información veraz e imparcial.   
      La libertad de información se encuentra íntimamente ligada a la posibilidad  de 
fundar medios masivos de comunicación, materializándose a través de la libertad de prensa; 
ya identificada como elemento constitutivo de la libertad de expresión en Colombia y la 
cual encuentra su fundamento normativo en el artículo 20º de la Constitución Política. La 
norma estipula el deber de garantizar a toda persona “la libertad de informar y recibir 
información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación. Estos son 
libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a la rectificación en 
condiciones de equidad. No habrá censura.”. 
 Es decir, que la libertad de prensa conforme a lo expresado por la Carta Política 
colombiana, se constituye por diversos elementos inherentes al ejercicio de la profesión 
periodística y que son: la libertad de informar, la libertad de recibir información veraz, la 
libertad de fundar medios de comunicación, la no censura de estos, la responsabilidad 
social que los mismos tienen y el derecho a rectificar. Todo lo cual, se encuentra 
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estrechamente relacionado con la libertad de pensamiento y de expresión. Su importancia 
en palabras de la Corte Constitucional, se concretó en los siguientes términos: 
La libertad de prensa constituye un requisito esencial para la existencia de la 
democracia. En efecto, una prensa libre contribuye a informar y formar a los 
ciudadanos; sirve de vehículo para la realización de los debates sobre los temas 
que inquietan a la sociedad; ayuda de manera decisiva a la formación de la opinión 
pública; actúa como instancia de control sobre los poderes públicos y privados, 
etc. Además, la libertad de prensa es fundamental para el ejercicio pleno del 
derecho al libre desarrollo de la personalidad, pues para que una persona pueda 
definir y seguir de manera apropiada la orientación que le desea dar a su existencia 
es necesario que tenga la posibilidad de conocer distintas formas de concebir la 
vida y de comunicar su propia opción vital (Corte Constitucional, Sentencia C-
010, 2000)  
Conforme se ha descrito, la libertad de expresión y en específico la de prensa, 
resultan de vital importancia en el ámbito de una sociedad democrática,  es así como el 
desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional hasta 2003 permitió recopilar las 
funciones que cumple la libertad y sus diferentes aristas en la democracia, para lo cual en 
sentencia T-1255 del 2003 se identifican: la del control al poder y la depositaria  de la 
confianza pública. La primera pretende evitar abusos del poder a partir del control social 
ejercido por los medios de comunicación; la segunda consiste en  canalizar de manera clara 
e inteligible la información para que sea a través de los diferentes medios de comunicación, 
que se informe a la comunidad en general.   
En virtud de lo anterior: la libertad de prensa y de los medios de comunicación, como 
manifestaciones del derecho fundamental a la libertad de expresión, son presupuesto del 
ejercicio de la soberanía popular y garantizan las condiciones necesarias para el goce 
efectivo de los demás derechos de las personas. De ahí  que en una democracia, la libertad 
de prensa ocupe una posición especial y preferente, sin que sea jerárquicamente  superior a 
los demás derechos constitucionales. (Corte Constitucional, Sentencia T-1255, 2003) 
     Se reitera entonces, la generosa protección que la Carta política colombiana ha brindado  
a la libertad de expresión, así como a las diferentes manifestaciones que de este derecho se 
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desprenden; en virtud de lo cual, cualquier restricción  que se pretenda hacer  en su 
ejercicio debe estar justificada y motivada en  el respeto de la dignidad humana y su 
compatibilidad con los fines de la democracia. Por consiguiente la norma ha incluido de 
forma taxativa dos principios; la prohibición de la censura y la responsabilidad posterior. 
La sentencia hito de la Corte Constitucional respecto de este derecho fundamental es la 
T-391 de 2007, la cual reúne el desarrollo jurisprudencial efectuado por esta corporación, 
consagrando grandes aportes a la interpretación de la normatividad interna y a la luz del 
derecho internacional. Su Magistrado Ponente el Dr. Manuel José Cepeda Espinosa recalco 
la importancia de dicha prerrogativa dentro de los sistemas políticos democráticos y el 
lugar privilegiado que se le otorga en el ordenamiento jurídico interno e internacional, 
como se desarrollará en el acápite respectivo. 
En virtud de lo anterior, se establece lo que en palabras de la Corte Constitucional 
colombiana se ha denominado como la presunción constitucional  a favor de la libertad de 
expresión, en sus diversas manifestaciones y elementos protegidos;  cuyos efectos jurídicos  
son: la presunción de cobertura de una expresión,  la presunción de primacía de esta 
libertad  frente a otros derechos, valores y/o principios en caso de conflicto, la sospecha de 
inconstitucionalidad de las limitaciones efectuadas, la aplicación del control de 
constitucionalidad estricto y la prohibición de censura. (Corte Constitucional, Sentencia T-
391, 2007) 
La presunción de primacía frente a otros derechos, valores y principios constitucionales 
en caso de conflicto, cesará cuando aquel contra el que se enfrenta, adquiere mayor valor en 
el caso en concreto. Respecto de la sospecha de inconstitucionalidad ante su limitación, es 
menester recalcar la necesidad de someter toda limitación que se pretenda imponer  a un 
control constitucional estricto. En lo que corresponde a la censura previa, la norma es 
explicita en enunciar que todo tipo de censura implica, ipso iure, una vulneración de la 
libertad analizada. 
Siendo esta jurisprudencia la más completa elaborada por el órgano constitucional,  en 
virtud de esta sentencia se desglosa e identifican cada uno de los elementos normativos del 
artículo 20 de la Carta Política colombiana y la forma en que  cada uno de estos  resulta 
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esencial dentro de la sociedad democrática, así como del desarrollo de la personalidad 
individual.  
Es correcto precisar que la libertad de prensa también es fundamental para el  ejercicio  
del  derecho al libre desarrollo de la personalidad, dado que para que una persona pueda 
definir y seguir la orientación que desea dar a su existencia, será necesario tener la 
posibilidad de conocer distintas formas de concebir la vida y de comunicar su propia opción 
vital, lo cual requiere  del pluralismo que a través de los medios de comunicación se logra.  
(Corte Constitucional, Sentencia T-391, 2007) 
De acuerdo con Tobón (2009,  la libertad de expresión tiene diversas aristas por medio 
de las cuales se manifiesta; lo que del desglose del Articulo 20 de la Constitución política 
se identifican como elementos normativos. Estas aristas  son: la libertad de pensamiento, la 
libertad de informar, la libertad de opinar, la libertad de prensa, la libertad para fundar 
medios de comunicación, la libertad de manifestarse y la libertad de recibir información. 
Pese a que cada una de las anteriores integran la generalidad de la libertad en estudio, 
vale la pena mencionar el alcance diferencial que  estas ostentan, ello a partir del objeto 
jurídico especifico, en virtud de lo cual la Corte Constitucional planteó diferencias entre la 
libertad de expresión y la libertad de información de la siguiente manera: 
La Corte ha señalado que existen diferencias entre las libertades de expresión y de 
información, las que en principio se refieren a la posibilidad de comunicar datos 
entre las personas. La primera de ellas se refiere a todo tipo de declaración que 
tenga por objeto difundir un pensamiento, idea, opinión, etc, mientras que la 
segunda tan sólo pretende “informar”, es decir, “enterar o dar noticias sobre un 
determinado suceso” (Corte Constitucional, Sentencia T-110, 2015) 
Ahora bien, sobre el derecho a la información como garantía consagrada en normas 
internacionales y en el marco jurídico interno, hay autores que  expresaron lo siguiente: 
(…) la doctrina en la materia ha establecido la existencia de un derecho a la 
información, como potestad subjetiva elevada al rango de derecho humano por las 
convenciones internacionales en la materia. Derivado de dichas disposiciones, la 
conceptualización de este derecho coincide en señalar que se trata de una garantía 
cuyo ejercicio y protección debe abarcar tres momentos:  
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a) El derecho a atraerse información, mismo que incluye las facultades de 
acceso a los archivos, registros y documentos públicos, así como la decisión 
relativa a qué medio de comunicación se lee, se escucha o se contempla.  
b) El derecho a informar, que incluye las tradicionales libertades de 
expresión y de imprenta, así como el derecho a constituir sociedades y 
empresas dedicadas a la transmisión de información por cualquier medio.  
c) El derecho a ser informado, que incluye las facultades de recibir 
información objetiva y oportuna, completa; así como el derecho a enterarse 
de todas las noticias disponibles, mismo que es universal, reconocido a todas 
las personas sin exclusión alguna (Fonseca y López, 2017, p.13) 
Como bien indicó Chocarro (2017), “el derecho a la libertad de expresión es crucial para 
el ejercicio de otros derechos, pero también para el pleno desarrollo de las personas. Es la 
piedra angular de toda sociedad libre, democrática y participativa” (p. 6). 
Así las cosas, se entiende al derecho a la libertad de expresión como una prerrogativa 
constituida por diversos elementos enfocados en garantizar a los ciudadanos la 
independencia y autonomía de manifestar sin restricción alguna sus pensamientos, ideas e 
información de manera individual hacia la colectividad en general o de forma personal 
hacia otro individuo. Por ende, la Libertad de expresión se erige como un derecho humano 
protegido por normas internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad 
colombiano. 
Sobre el derecho a la Libertad de expresión como derecho humano, Ramírez (2017), 
expresó lo siguiente: 
El derecho a la libertad de expresión, como derecho humano de gran significación, 
abarca más que el concepto de opinión: es el derecho del individuo de manifestar 
su pensamiento e idea, a no ser perseguido por ello y a buscar, recibir e impartir 
informaciones sin más limitaciones que las de carácter legal y los medios por los 
cuales se imparta, ya sea oral, escrita, etc. No obstante, también es preciso 
reconocer que la libertad de información y la libertad de prensa no son derechos 
absolutos, debido a que deben coexistir con otros fundamentales como el derecho 
a la intimidad. (p. 100) 
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De acuerdo con la Corte Constitucional colombiana, la libertad de expresión 
materializada por medio de la información transmitida en los medios de comunicación 
juega un papel trascendental en la democracia representativa y en la participación 
ciudadana del Estado Colombiano, ya que permite que se lleven a cabo debates abiertos 
sobre temas que conciernen a la sociedad, algo que se logra a través de la información 
veraz que se transmite a los ciudadanos; razón por la que  se exige  de los medios de 
comunicación, de los periodistas, comunicadores y particulares que hacen uso de los 
medios, una responsabilidad social en virtud de lo cual sus manifestaciones deben estar 
sujetas  a los parámetros de (i) veracidad e imparcialidad, (ii) distinción entre 
informaciones y opiniones, y (iii) garantía del derecho de rectificación.(Corte 
Constitucional, Sentencia T-277, 2018) 
De las citaciones realizadas previamente, se puede colegir que el ejercicio de este 
derecho; especialmente, cuando se materializa a través de la libertad de prensa no podrá 
socavar otros derechos constitucionalmente protegidos, pese a que se le haya reconocido 
una protección especial. Por lo tanto, tendrá que existir un tipo de restricción legal que no 
implique como tal una circunstancia de inconstitucionalidad, no obstante, esto será 
analizado con posterioridad dentro de esta investigación. 
2. La libertad de expresión en el derecho internacional 
La libertad de expresión  es tenida como una de las conquistas más importantes en la 
historia de la humanidad, siendo proclamada por primera vez en el ordenamiento positivo, 
en el artículo 11 de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789,  el 
cual dicta: “La libre comunicación del pensamiento y de las opiniones es uno de los más 
preciosos derechos del hombre. Todo ciudadano, puede, por tanto, hablar, escribir, 
imprimir libremente, salvo la responsabilidad por el abuso de la libertad en los casos 
determinados por la Ley”.  Con posterioridad  a su proclamación como libertad, fue 
adoptada por la Asamblea Constituyente francesa plasmada en la parte dogmática de la 
Carta Política de 1971, integrada dentro del acápite de derechos naturales y civiles  en su 
Título primero y el cual consagra “la libertad de todos los hombres de hablar, de escribir, de 
imprimir y publicar su pensamiento”. 
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En este mismo año  se suscita la Primera Enmienda de la Constitución de Estados 
Unidos, en virtud de la cual se establece que “El Congreso no promulgará ley alguna por la 
que adopte una religión de Estado, o que prohíba el libre ejercicio  de la misma, o que 
restrinja la libertad de expresión o de prensa, o el derecho del pueblo a reunirse 
pacíficamente  y a solicitar al gobierno la reparación de agravios.” (Const., 1787, Enmienda 
I) 
Con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial  y ante los vejámenes evidenciados, 
surge la necesidad de  reconocer la dignidad  de los seres humanos, inalienable conforme a 
su condición y sin que para ello hubiere lugar a ningún tipo de discriminación. En virtud de 
lo anterior se expide la Declaración Universal de los Derechos Humanos adoptada y 
proclamada por la Resolución de la Asamblea General 217 A (iii) de la ONU de 1948 que, 
inspirada en la Declaración de los Derechos del Hombre y del ciudadano, consagra en su 
artículo 19 la importancia de garantizar dicha prerrogativa, frente a lo cual enuncia que 
“Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión, este derecho incluye 
el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y 
opiniones y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de 
expresión.” 
Partiendo de dicho precedente, la Organización de Estados Americanos aprobó para 
abril de 1948 la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en Bogotá. 
Este es el primer documento internacional de derechos humanos de carácter general en el 
que, al tenor del Artículo IV, se establece que toda persona tiene derecho a la libertad de 
investigación, de opinión y de expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio.  
El 4 de noviembre de 1950 se suscribe el Convenio para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, en virtud del cual  se establece que,  la 
libertad de opinión y la de recibir o comunicar informaciones o ideas se debe ejercer sin 
que pueda haber injerencia de autoridades públicas y sin consideración de fronteras. 
En Asamblea General de la ONU, resolución 630 (vii) del 16 de diciembre de 1952 se  
celebra la Convención sobre el Derecho Internacional de Rectificación, en virtud de lo cual 
en consideración a la responsabilidad social que atañe el ejercicio del periodismo y frente a 
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la emisión de informaciones falsas o tergiversadas, resulta la obligación de  trasmitir por los 
mismos medios, o de publicar, rectificaciones de tales despachos.  
En 1966 y ratificado por Colombia mediante la Ley 74 de 1968, la Comisión de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas  adopta el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Civiles y Políticos, el cual establece en su artículo 19 que “nadie podrá ser 
molestado a causa de sus opiniones” y que “toda persona tiene derecho a la libertad de 
expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en 
forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.”. 
Lo novedoso en esta última norma es la fijación de restricciones como consecuencia  de 
los deberes y responsabilidades especiales que  entraña el ejercicio de la libertad, así las 
cosas fundamenta la obligación de su amatividad en los diferentes ordenamientos, 
estableciendo un criterio de necesidad, de modo tal que tiendan a: 
a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; 
b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 
públicas. 
Se identifica el fundamento legal en virtud del cual es posible limitar el ejercicio de la 
libertad de expresión atendiendo a la garantía y protección de otros derechos fundamentales 
como el buen nombre, el cual es esencialmente un derecho de valor porque se construye por 
el merecimiento de la aceptación social, esto es, gira alrededor de la conducta que observe 
la persona en su desempeño dentro de la sociedad (Corte Constitucional, Sentencia SU-056, 
1995)  
Ahora bien, continuando con la implementación del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, se crea uno de sus pilares fundamentales y eje  principal para la 
protección de derechos humanos,  la Convención Interamericana de Derechos Humanos o 
Pacto de San José de Costa Rica suscrita en 1969, la cual entro en vigencia en 1978 y fue 
ratificada por Colombia mediante Ley 16 de 1972, en virtud de la cual se crea  la Corte 
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Interamericana de Derechos Humanos y no menos importante,  confiere a la libertad de 
expresión una garantía especial en los siguientes términos: 
“1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este 
derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas 
de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en 
forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su elección. 
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a 
previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar 
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar  
a)  el respeto a los derechos o la reputación de los demás, o 
b) la protección  de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 
públicas.  
3. No se puede restringir la libertad de expresión por vías o medios indirectos, 
tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, 
de frecuencias radioeléctricas o de enseres y aparatos usados en la difusión de 
información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la 
comunicación y circulación de ideas y opiniones. 
4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con 
el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la 
infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2. 
5. Está prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología 
del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o 
cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier grupo de personas, por ningún 
motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.” 
(Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1969, art.13) 
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Conforme se evidencia, se amplia de forma detallada el núcleo del derecho, su objeto 
jurídico, lo concerniente a su ejercicio así como las imposición de limitaciones a que 
hubiere lugar, de modo que la interpretación  de normas de carácter interno a la luz de lo 
enunciado en este pacto, impida el surgimiento de dualidades que puedan generar graves 
vulneraciones al ejercicio del derecho.  
El contenido de cada uno de los tratados y convenios enunciados, evidencia el desarrollo 
integral y progresivo de la libertad, esto en consideración a las variaciones espacio 
temporales acontecidas y que implican una transformación en el grado de protección 
otorgado, atendiendo al contexto social contemporáneo.  
En consonancia con lo anterior y a octubre de 1997, durante  el 97° Periodo de Sesiones  
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y frente a la reafirmación de la 
importancia de garantizar  la libertad de expresión, de información y de opinión, se crea la 
Relatoría Especial para la Libertad de Expresión a fin de estimular  la defensa de esta 
prerrogativa en consideración a su carácter fundamental en la consolidación y desarrollo de 
los sistemas políticos democráticos, así como en la protección, garantía y promoción de los 
demás derechos humanos.  
La  regulación de esta libertad  en el derecho internacional adquiere especial relevancia 
en el ordenamiento jurídico interno, siempre que  tal desarrollo normativo permite 
interpretar el alcance y contenido a tener en consideración. La Corte Constitucional  al 
respecto manifiesta que: 
 Ha aceptado de manera reiterada la importancia que tienen los pactos 
internacionales sobre derechos humanos aceptados por Colombia para efectos de 
interpretación de las disposiciones que contienen derechos constitucionales 
fundamentales y el alcance que en tal contexto tiene la doctrina de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. (Corte Constitucional, Sentencia T-659, 
2005) 
Lo anterior como consecuencia directa del mandato constitucional que reposa al tenor 
del artículo 93 de la Carta política colombiana, el cual establece que: Los tratados y 
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convenios internacionales  ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos 
humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden 
interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretaran de conformidad 
con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 
(Subrayado fuera de texto) 
A fin de realizar una correcta interpretación de la libertad de expresión a la luz de los 
diferentes tratados y convenios internacionales, es menester tener en consideración lo 
contenido en la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión, establecida en el 
marco de la Organización de los Estados Americanos y elaborada por la Relatoría de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos durante su 108° periodo ordinario de 
sesiones en octubre del 2000. Dicha declaración surge ante la necesidad de regular 
efectivamente la protección a la prerrogativa en estudio e  incorpora  los estándares y 
doctrinas  reconocidas a nivel internacional, tendientes a procurar el efectivo ejercicio del 
derecho y la aplicación de las limitaciones correspondientes.  
Entre otros tratados internacionales, pero no menos importantes que hacen alusión a la 
libertad de expresión es la Convención sobre los Derechos del Niño, instrumento que 
establece en su artículo 13 que “el niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese 
derecho incluirá la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de todo tipo, 
sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, en forma artística o 
por cualquier otro medio elegido por el niño.”. 
Dicho instrumento también plantea la posibilidad de establecer restricciones para el 
ejercicio de este derecho, atendiendo a la protección de otras prerrogativas que buscan 
salvaguardar la reputación de los individuos: 
2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a ciertas restricciones, que serán 
únicamente las que la ley previa y sean necesarias: 
a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los demás; o 
b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden público o para proteger la 
salud o la moral públicas. 
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Sobre este aspecto la Corte Interamericana de Derechos Humanos se manifestó a través 
de la Sentencia del Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile del 19 de septiembre de 2006, de 
la siguiente manera: 
76. En este sentido la Corte ha establecido que, de acuerdo a la protección que 
otorga la Convención Americana, el derecho a la libertad de pensamiento y de 
expresión comprende “no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio 
pensamiento, sino también el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole”. Al igual que la Convención Americana, 
otros instrumentos internacionales de derechos humanos, tales como la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, establecen un derecho positivo a buscar y a recibir 
información.(Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Claude Reyes y 
otros Vs. Chile, 2006) 
Así las cosas, el derecho a la Libertad de expresión se encuentra ampliamente 
desarrollado por diversos tratados internacionales a partir de los cuales, la legislación 
interna nacional ha adoptado los preceptos necesarios para garantizar en el territorio 
colombiano, el goce y ejercicio de la prerrogativa que nos ocupa.  
3. Protección del periodismo en Colombia. 
 
Como se menciona en líneas anteriores, al ejercicio del periodismo como elemento 
esencial de la libertad de expresión y por ser de vital importancia para la democracia de un 
Estado, se le reconoce una especial protección fundamentada en lo preceptuado por la 
misma Constitución Política, pues al interior de la Norma Superior se hace posible hallar 
mandatos enfocados en proteger la profesión de periodista y de los cuales se desprende un 
componente normativo de carácter interno que aunando esfuerzos con otras corporaciones, 
enfocan sus esfuerzos en garantizar la libertad en estudio. 
El máxime mandamiento de carácter interno es sin lugar a dudas, el artículo 20º superior 
desarrollado en la presente investigación; entendiendo que determina la libertad de expresar 
y difundir pensamientos, opiniones e información y cuya efectividad  se materializa a partir 
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de la garantía constitucional de fundar medios de comunicación. Es la piedra angular al 
momento de establecer mecanismos encaminados a la protección de la libertad de prensa 
frente a censuras o restricciones que se le pretendan imponer. 
En consideración a que los derechos fundamentales son indivisibles, interrelacionados e 
interdependientes, la Norma Superior garantiza a todos los ciudadanos el derecho a elegir 
libremente la profesión u oficio que deseen (art. 26), en virtud de lo cual se infiere la 
protección del periodismo como profesión,  la cual puede ser ejercida sin restricción ni 
impedimento.  
El anterior debe ser interpretado en concordancia con lo dispuesto en los artículos 73 y 
74 ibídem, los cuales instituyen respectivamente “que la actividad periodística gozará de 
protección para garantizar su libertad e independencia” así como que “toda persona tiene 
derecho a acceder a documentos públicos” 
Por mandato superior, al ejercicio de la actividad periodística se le reconoce una 
protección especial en virtud de la función que se le predica, para lo cual, la Corte 
Constitucional como garante de la Carta Política en sus diversos pronunciamientos ha 
reiterado la importancia que la libertad de prensa tiene al interior de la sociedad. Con 
relación a lo mencionado previamente, la Corporación ha manifestado que: 
23. Respecto de la libertad de prensa, el derecho constitucional 
contemporáneo viene actualizando sus tesis, para tratar de demostrar las 
relaciones que ella tiene con otros derechos de rango fundamental. Los 
vínculos más evidentes de la libertad de prensa están dados con la libertad 
de pensamiento y de expresión, contribuyendo este conjunto de garantías a 
informar y formar a los destinatarios de los acontecimientos u opiniones que 
se transmiten, con claras consecuencias para el desarrollo de la personalidad 
de quienes reciben la información. 
 24. Las informaciones libre y verazmente difundidas mediante la prensa 
contribuyen además a fomentar el sistema de democracia participativa, en 
muchos casos permiten la controversia ideológica propia del pluralismo, 
aportan datos útiles para el ejercicio del control político, jurídico y social, 
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contribuyen a la consolidación de una opinión pública que, dentro de 
circunstancias jurídicas normales, actúa basada en acontecimientos veraz y 
objetivamente presentados. (Corte Constitucional, Sentencia T-535, 2003) 
Bajo esta misma línea, García y Gonza (2007) manifestaron con respecto al derecho a la 
libertad de prensa lo siguiente: 
La importancia de este derecho destaca aún más al analizar el papel que juegan los 
medios de comunicación en una sociedad democrática, cuando son verdaderos 
instrumentos de la libertad de expresión y no vehículos para restringirla, razón por 
la cual es indispensable que recojan las más diversas informaciones y opiniones (p. 
24). 
Pese a existir un amplio desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional del que se 
resalta la sentencia hito T-391 de 2007 M.P.: Dr. Manuel Jose Cepeda Espinosa; así como 
la carga emanada del sistema interamericano en el que se consagra como obligación de los 
Estados parte la de tipificar penalmente la violencia en contra de los periodistas,   dentro 
del ordenamiento jurídico colombiano se evidencia carencia de desarrollo legislativo 
tendiente a proteger taxativamente al periodista y su oficio. 
En materia penal, el legislador colombiano previo en el Código Penal (Ley 599 de 2000) 
establecer sanciones más severas cuando el sujeto pasivo y/o víctima de la comisión de un 
delito, sea el periodista en ejercicio de su profesión. 
Como ejemplo de lo anterior se tiene: 
 El término de  prescripción de la acción penal por regla general se extiende a un 
máximo de 20 años, pero tratándose de la comisión del delito de homicidio de periodistas, 
el término de prescripción se fijó en 30 años (art. 83), siendo más extenso el lapso con el 
objetivo de evitar impunidad. 
El Código Penal establece como circunstancia de agravación en la comisión de las 
conductas punibles de homicidio (art. 103), secuestro extorsivo (art. 169), tortura (art. 178) 
y desaparición forzada (art. 179); cuando la conducta se cometa en razón de la calidad del 
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sujeto pasivo. Según  González - Monguí, P.E. (2017) esta modificación  fue introducida 
por el artículo 3 de la Ley 1309 del 2009, en virtud de la cual  se define la calidad exigida  
y la relaciona entre otros, con comunicadores; por lo que se agrava la imposición de la pena 
cuando la condición de que el actor cometa el delito es, la motivación  en la calidad del 
sujeto pasivo de los tipos penales anteriormente enunciados. Respecto a la regulación del 
ejercicio del periodismo, una de las primeras normas expedidas por el legislador 
colombiano fue la Ley 29 de 1944, la cual dicta disposiciones sobre la prensa respecto de la 
estructura y funcionamiento de los medios de comunicación.  
Por su parte la Ley 14 de 1991, derogada parcialmente por la Ley 182 de 1995, dicta 
normas sobre el servicio de televisión y radiodifusión oficial, en ella se enuncian  a la 
imparcialidad, libertad de expresión, preeminencia del interés público sobre el privado, 
pluralidad de la información y de la función social de los medios de comunicación como 
principios de la prestación del servicio; así como de la obligación de protección al menor en 
el ejercicio de la actividad. 
En virtud del nuevo sistema democrático y la importancia que se predica de la libertad 
en análisis,  la Ley 30 de 1994 dicta el Estatuto Básico de los partidos y movimientos 
políticos,  en la que se regula la utilización de los medios públicos, la divulgación política, 
la propaganda electoral, el acceso a los medios de comunicación social del Estado, las 
garantías en la información, el uso del servicio de la radio privada  y los periódicos, el 
acceso de la oposición a los medios de comunicación del Estado, el derecho a la réplica; 
teniendo especial relevancia en consideración a la realización de los fines del Estado .  
Para 1995 a través de la Ley 182, se reglamentó el servicio de televisión, se formularon 
políticas públicas para su desarrollo, democratizándose el acceso a este y como novedad, se 
tiene la conformación de la Comisión Nacional de Televisión, cuyas funciones a hoy las 
satisface la Autoridad Nacional de Televisión.  
En virtud de la Ley 568 del 2000 se instituye el 13 de agosto de cada anualidad, como 
Día de la Libertad de Expresión, opinión e información.   
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Otra norma promulgada con relación al ejercicio del periodismo es la Ley 1016 de 2006, 
“por la cual se adoptan normas legales, con meros propósitos declarativos, para la 
protección laboral y social de la actividad periodística y de comunicación a fin de 
garantizar su libertad e independencia profesional.” 
 Con esta norma se reconoce la condición de profesional a los periodistas “con miras a la 
protección laboral”, pues vale la pena recordar que hasta el año 1998 existía el estatuto del 
periodista, el cual disponía la obligación de tener tarjeta profesional para ejercer esta 
actividad. No obstante, esta ley fue declarada como inconstitucional por coartar la libertad 
de expresión, pues en virtud de la misma se protegía de manera excluyente y exclusiva a 
quienes eran portadores de la tarjeta profesional. Esto significó que el ser periodista pasara 
de ser tenido como una profesión a ser considerado como un oficio.  
Sin embargo, a la actividad del periodismo se le reconocen ciertos elementos propios de 
una profesión como tal, especialmente en lo concerniente al secreto profesional, pues en 
este punto cuenta con una amplia protección desarrollada por vía jurisprudencial, orientada 
a salvaguardar el derecho a la reserva de la fuente, prerrogativa que se considera como 
fundamental y que ampara la independencia del periodista. 
Sobre el derecho fundamental a la reserva de la fuente, la Corte Constitucional ha 
mencionado lo siguiente: 
La Corte Constitucional ha entendido este derecho como aquel que permite que un 
periodista guarde la reserva, secreto o sigilo sobre: i) la existencia de una 
determinada información, ii) su contenido, iii) el origen o la fuente de la misma y 
iv) la manera como obtuvo dicha información. La ha considerado, así, como una 
garantía fundamental y necesaria para proteger la independencia del periodista, y 
para que pueda ejercer la profesión y satisfacer el derecho a la información, sin 
que existan limitaciones indirectas ni amenazas que inhiban la difusión de datos 
relevantes para el público. 
El derecho a la reserva de las fuentes protege, sin duda alguna, algo más que la 
confidencialidad e identidad de las fuentes humanas de un periodista (una noción 
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estrecha más compatible con lo que se entiende, estricto sensu, como secreto 
profesional). Estamos ante un derecho fundamental que salvaguarda la facultad del 
comunicador de negarse a revelar, en general, todos los documentos 
que componen el material de sus actividades periodísticas (entrevistas, apuntes, 
escritos, archivos, fichas, videos, audios, etc.), sin la cual, el libre ejercicio de su 
profesión y, más importante aún, la libertad de informar (artículo 20 de la 
Constitución Política), se tornarían nugatorios. (Corte Constitucional, Sentencia T-
594,2017)  
De esta forma, se puede colegir que el derecho a la reserva de la fuente es un punto 
cardinal de la actividad periodística y que sobre este aspecto en particular se fundamenta 
gran parte de la protección especial que se le reconoce al ejercicio del periodismo, junto 
con el derecho a informar sin restricción y sin censura, pues como ya se ha manifestado, es 
de vital importancia para garantizar una democracia más transparente dentro de una 
sociedad. 
3.1. La violencia contra el periodismo en Colombia. 
 
En virtud de las investigaciones  que se adelantan  como consecuencia de la actividad 
periodística y cuyos resultados tienden a poner en evidencia situaciones que pueden 
tornarse incómodas para algunas personas, debido al control político o la exposición de 
diferentes actos de corrupción en la comunidad; el periodista o miembro de medios de 
comunicación, se ve expuesto en su integridad y coartado en el ejercicio de su libertad de 
expresión en el ámbito individual y colectivo. Al respecto, la Relatoría Especial para la 
Libertad de Expresión manifiesta que el asesinato de periodistas y miembros de medios de 
comunicación constituye la forma de censura más extrema. (Relatoria Especial para la 
Libertad de Expresión , 2013)  
En la investigación adelantada por la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión 
dentro del Estudio especial sobre la situación de las investigaciones sobre el asesinato de 
periodistas en el periodo 1995-2005,  se registra para tal época en el territorio nacional un 
total de 75 asesinatos, siendo la cifra más alta en comparación con los países de la región. 
El alto índice de  asesinato  de los periodistas  en Colombia obedece entre otros factores al 
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largo conflicto armado interno y la violencia generalizada, al narcotráfico, la corrupción  y 
las indebidas actuaciones de los diferentes organismos  de seguridad, que resultan 
vulneradoras de los derechos humanos.  
Pese a los esfuerzos realizados por el Estado a través del amplio desarrollo y protección 
constitucional otorgada a esta prerrogativa, así como los que se predican de programas 
como el  Programa de Protección de Periodistas y Comunicadores Sociales  del entonces 
Ministerio de Interior y de Justicia fundado en el año 2000 y otros, la existencia de diversos 
actores  que confluyen en el conflicto interno colombiano limitan su proceder; reiterando la 
obligación que le atañe al Estado de garantizar  la paz, la estabilidad y la gobernabilidad, en 
virtud de lo cual se hace menester desplegar los esfuerzos necesarios para anular los actos 
de violencia perpetrados contra la población civil. Al respecto  se reitera lo dispuesto en el 
principio 9 de la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión: 
El asesinato, secuestro, intimidación, amenaza a los comunicadores sociales, así 
como la destrucción material de los medios de comunicación, viola los derechos 
fundamentales de las personas y coarta severamente la libertad de expresión. Es 
deber  de los Estados prevenir e investigar estos hechos, sancionar a sus autores y 
asegurar a las victimas una reparación adecuada. (Declaración de Principios sobre 
Libertad de Expresión, 2000, art. 9) 
Pese a los esfuerzos realizados por la Fundación para la Libertad de Prensa (FLIP) y 
otros órganos a nivel nacional e internacional, las estadísticas no permiten cuantificar 
verídicamente la ocurrencia de tales actos, siempre que se dificulta  registrar cada una de 
las amenazas y/o ataques de que son víctimas los periodistas cuando, en aras de proteger su 
integridad, prefieren recurrir a la autocensura. La Relatoría Especial para la Libertad de 
Expresión, ha constatado que el temor frente a las amenazas y crímenes cometidos contra 
otros y otras periodistas han llevado a la autocensura de periodistas y medios de 
comunicación e inclusive al cierre de medios o el abandono de la profesión. (CIDH. 
Relatoria Especial para la Libertad de Expresión. , 2005) 
La FLIP, ha adelantado la construcción de una galería detallada respecto de los 
periodistas asesinados en Colombia  por razones de su oficio, la cual data desde el doce 
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(12) de octubre de 1938 con el asesinato del  Director  de La Voz de Caldas, el Señor 
Eudoro Galarza Ossa y ha identificado hasta el trece (13) de abril de 2018, con el asesinato 
de Efrain Segarra, Javier Ortega y Paul Rivas, conductor, presentador y fotorreportero 
respectivamente de El Comercio de Ecuador, un total de 158 vidas arrebatadas en razón a la 
censura  de la actividad periodística. 
Es menester enunciar que al 2018 prescribieron las acciones a que hubiere lugar dentro 
de  tres casos de asesinatos de los periodistas Oscar García Calderon, Bernabé Cortes y 
Amparo Leonor Jiménez Pallares, sin traer a colación las prescripciones suscitadas en años 
anteriores,  en virtud de lo cual se evidencia el alto índice de impunidad que el sistema 
judicial colombiano ha impregnado en el desarrollo de las diferentes investigaciones, así 
como el incumplimiento estatal en su obligación por adoptar un marco institucional 
adecuado que permita investigar, juzgar y sancionar de manera efectiva la violencia contra 
periodistas. (Oas, 2014). También se tienen  los avances dentro de los siguientes casos: 
Guillermo Cano, periodista y director del diario el Espectador, asesinado el 17 de 
diciembre de 1986. El primero (01)  noviembre  de 2018 la Fiscalía en un avance procesal 
decidió vincular a Jhon Jairo Velasquez Vasquez alias Popeye y a Giustavo Adolfo 
Gutierrez Arrubla, alias Maxwell. 
Nelson Carvajal Carvajal, periodista radial asesinado el 16 de abril de 1998. Para el 6 de 
junio de 2018, la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió fallo en el que se 
condena al Estado colombiano por la omisión de garantizar el derecho a la vida del 
periodista e investigar de  forma diligente su homicidio. Es la primera condena  proferida  
en un caso de similar índole. (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Carvajal y 
otros Vs. Colombia, 2018) 
Jaime  Garzón, periodista asesinado en agosto de 1999. En este caso se condenó a 38 
años de prisión al líder paramilitar Carlos Castaño gil como autor intelectual del punible y 
el 13 de agosto de 2018, el Juzgado Séptimo Penal  del Circuito Especializado de Bogotá 
condeno  a 30 años de prisión al  ex director del extinto DAS, José Miguel Narváez 
Martínez como autor intelectual. A su vez  el juicio adelantado contra el retirado coronel 
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Jorge Eliecer Plazas Acevedo por este homicidio, fue remitido el 29 de mayo de 2018  a la 
Jurisdicción Especial para la Paz. 
Luis Antonio Peralta, periodista director de la emisora Linda Estéreo en el Doncello, 
Caquetá, asesinado el 14 de febrero de 2015. Para le primero (01) de febrero de 2018, el 
Juzgado Segundo Penal Especializado de Florencia, Caquetá, profirió condena ejemplar 
equivalente a 58 años  y 3 meses de prisión en contra de Yean Arlex Buenaventtura como 
autor material del crimen perpetrado. Este fallo configura un precedente histórico en 
Colombia por tratarse de la condena más alta impuesta por la comisión de un delito en 
contra de la libertad de prensa.  
Desde 2010 y hasta 2018 fueron asesinados 13 periodistas, de quienes se hace una breve 
alusión: 
Clodomiro Segundo Castilla Ospina, asesinado el 19 de marzo de 2010. Su actividad 
periodística se centraba en las denuncias sobre supuestas irregularidades administrativas, en 
virtud de lo cual fue testigo de diferentes investigaciones relacionadas con parapolítica. 
Rodolfo Julio Maya Aricape, asesinado el 14 de Octubre de 2010 en Caloto. Como líder 
indígena denuncio los abusos de grupos armados en sus territorios, los cultivos ilícitos y la 
minería ilegal.  
Luis Eduardo Gomez, asesinado el 30 de junio de 2011 en Arboletes. Era testigo en 
casos de parapolítica. Su hijo y colaborador fue asesinado dos años antes en circunstancias 
no esclarecidas.  
Guillermo Quiroz, asesinado el 27 de noviembre de 2012 en Sincelejo. Periodista del 
Meridiano de Sucre, quien había denunciado la aparición de panfletos amenazantes en el 
municipio de San Pedro. Fue agredido en extrañas circunstancias por la policía y como 
consecuencia se ocasiono su muerte. 
Édison Alberto Molina, asesinado el 11 de septiembre de 2013 en Puerto Berrio. 
Abogado y Periodista de la emisora comunitaria Puerto Berrio Estéreo, conocido por liderar 
la oposición al entonces alcalde del municipio Robinson Baena.  
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José Darío Arenas, asesinado el 28 de septiembre de 2013 en Caicedonia. Era el único 
voceador de prensa del diario Extra del Quindío en el municipio de Caicedonia y fue 
ultimado al comenzar su jornada laboral.  
Luis Carlos Cervantes Solano, asesinado el 12 de agosto de 2014 en Tarazá. Ejerció en 
la emisora Morena FM y fue corresponsal de TeleAntioquia, su actividad estuvo  enfocada  
en realizar denuncias  de corrupción  en contra del gobierno local y sus presuntos nexos con 
Los Urabeños. Se encontraba amenazado desde 2010. 
El ya mencionado caso del periodista  Luis Peralta Cuellar, asesinado el 14 de febrero de 
2015 y cuya actividad se enfocó en denunciar los escándalos de corrupción de las empresas 
públicas, la extracción de petróleo y la corrupción administrativa. 
Flor Alba Nuñez, asesinada el 10 de septiembre de 2015 en Pitalito. Su asesinato tendría 
relación con las denuncias emitidas de diferente índole y sin ningún tipo de censura.  
Maria Efigenia Vasquez, comunicadora  de la emisora Renacer Kokonuko y del Consejo 
Regional Indígena del Cauca- CRIC, asesinada el 8 de octubre de 2017 en el Cauca. Fue 
asesinada mientras cubría y participaba en una protesta en la que comuneros del Pueblo 
indígena Kokonuto reclamaban la propiedad colectiva de un predio en Puracé, Cauca.  
Javier Ortega (periodista), Paul Rivas (fotorreportero) y Efrain Segarra (Conductor) del 
diario El Comercio de Ecuador, asesinados el 13 de abril de 2018 en Tumaco  por 
disidencias de las Farc. Fueron secuestrados en la frontera con Ecuador el 26 de marzo de 
2018 cuando realizaban tareas de reporteria sobre el caso de tres soldados ecuatorianos 
asesinados. Tras una semana de secuestro, el Ministro de Defensa colombiano manifiesta 
no tener evidencia que compruebe que los periodistas estén en territorio nacional y 
únicamente hasta el 13 de abril de 2018 se confirma el atroz asesinato. Únicamente hasta el 
26 de junio de 2018 y tras la negligencia evidente de los gobiernos de Colombia y Ecuador, 
son repatriados los cuerpos de los periodistas asesinados.  
Aunque el asesinato de periodistas y miembros de los medios de comunicación,  es el 
crimen más atroz, las intimidaciones, amenazas, secuestros y la destrucción de material; 
son otro tipo de actos tendientes a vulnerar la libertad de expresión de tales sujetos. De lo 
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enunciado previamente, se colige que el asesinato de periodistas se erige como la forma 
más extrema de censura. Pero también, se practican otras formas de violencia contra la 
libertad de prensa que son más sutiles y que buscan acallar a quien desea informar. Estas 
acciones se realizan acudiendo a mecanismos legales mediante los cuales se busca frenar la 
publicación de cierta investigación o con el objetivo de obligar al periodista a mostrar, 
presentar y revelar sus fuentes. “En este sentido, la CIDH ha advertido que el ejercicio de 
acciones judiciales es, precisamente, uno de los mecanismos que se utilizan indebidamente 
para limitar la libertad de expresión.” (Ayala, 2000, p. 37). 
Todas las situaciones anteriores se configuran en formas de censura que representan no 
solo una vulneración a la libertad de expresión, sino que también implican un límite al 
ejercicio de la democracia, ya que la misma se torna menos transparente, pues al no tener 
acceso a la información las personas no pueden crearse un criterio propio y son más 
susceptibles a manipulaciones, engaños y demás estrategias utilizas en beneficio de los 
intereses de unos pocos. En palabras de Bernal y Moya (2015): 
(…), resulta fundamental tener presente que la censura previa dentro de las 
sociedades democráticas menoscaba la libertad de expresión y manifiesta el 
autoritarismo de un Estado. En este orden de ideas se puede afirmar que la libertad 
de expresión es el vehículo del cual se sirve la democracia para realizar los valores 
que se desprenden de su denominación, que nacen con el respeto a la diferencia, el 
buen trato, el pluralismo y el derecho a la no discriminación entre otros. Por ello, 
admitir la censura es posibilitar el cercenamiento de estos valores democráticos (p. 
40) 
Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha enfatizado que: 
El Estado está en el deber jurídico de prevenir, razonablemente, las violaciones de 
los derechos humanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance las 
violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de 
identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de 
asegurar a la víctima una adecuada reparación. (Caso Velásquez Rodríguez, 1988) 
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Lo anterior, teniendo en consideración que si bien  han sido reconocidos los esfuerzos de 
las autoridades colombianas a fin de mitigar estas vulneraciones, se percibe un clima de 
impunidad en el sistema jurídico que a la fecha ha permitido como se hizo mención, que 
aproximadamente 80 casos de asesinatos contra periodistas hubieren prescrito sin que en 
efecto  se profiriera sanción a los responsables. En consecuencia, los retrasos prolongados e 
injustificados  en la investigación de los delitos, a lo que se unen muchos casos no resueltos 
de asesinato de periodistas, sindicalistas, maestros y defensores de derechos humanos que, 
probablemente, nunca lleguen a una conclusión satisfactoria, han consolidado una arraigada 
cultura de impunidad que crea intimidación y aumenta el miedo en el público en general. 
(CIDH, 2004)  
En esta misma línea, el Centro Nacional de Memoria Histórica (2015) indicó lo 
siguiente:  
Entre diciembre de 1977 y agosto de 2015 se cometieron en Colombia 152 
asesinatos de periodistas por razón de su oficio. En ese mismo periodo, Colombia 
ocupó en varias ocasiones el primer puesto en el listado mundial de delitos contra 
la libertad de expresión y más concretamente de periodistas asesinados. Durante 
lustros, el país no pudo salir de este ranking oprobioso y se convirtió en una de las 
sociedades más violentas para ejercer el periodismo en el planeta (p. 19). 
Ahora bien, de acuerdo con la Fundación para la Libertad de Prensa (FLIP), en el 2018 
se presentaron 476 ataques a periodistas, dentro los que se incluyen agresiones, amenazas, 
asesinatos, desplazamientos, hostigamientos, secuestros, entre otras acciones más 
(Flip.org.co, 2018). Por consiguiente, la violencia en contra de estos profesionales es un 
hecho fehaciente cuya ocurrencia es frecuente.  
Al respecto se tiene, que Colombia ya ha sido declarada responsable por parte de la 
Corte  IDH por la muerte de periodistas. Esto, por no haber estipulado mecanismos de 
protección idóneos que eran necesarios para evitar que dichas muertes ocurrieran y por no 
haber realizado labores de prevención, investigación y sanción eficaces originando la 
impunidad de los hechos acaecidos. 
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 Ejemplo de lo anteriormente descrito, es el caso Carvajal y Otros Vs. Colombia, 
sentencia del 13 de mayo de 2018, en donde este tribunal determinó lo siguiente: 
177. La Corte constata que, en este asunto, se pudo comprobar que: a) Nelson 
Carvajal era periodista, b) su homicidio se debió a su actividad profesional, c) su 
homicidio permanece en la impunidad a 20 años de su ocurrencia, d) el mismo se 
inscribe dentro de un contexto de homicidios a periodistas que se caracterizan por 
altos índices de impunidad, y, que e) así lo señalaron las autoridades judiciales que 
desarrollaron diligencias de investigación por el homicidio de Nelson Carvajal. 
Además, según fuera indicado supra, cabe resaltar que la combinación de violencia 
contra los periodistas y la impunidad tienen un impacto altamente negativo, en 
primer lugar, respecto a los propios periodistas y sus familias, y en segundo lugar, 
debido a que ha producido que diversas comunidades en Colombia no reciban 
información sobre temas que les afectan, tales como el conflicto armado, el crimen 
organizado, el narcotráfico y la corrupción política. En el caso particular, el 
periodista Nelson Carvajal había denunciado presuntas irregularidades en la 
administración de fondos públicos, presuntos hechos de corrupción y de lavado de 
dinero proveniente del narcotráfico de la zona. (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Caso Carvajal y otros Vs. Colombia, 2018) 
Así las cosas, la violencia contra los periodistas en Colombia se erige como una 
amenaza al bloque de constitucionalidad en sentido estricto, pues “la Constitución Política 
tolera que los convenios y tratados internacionales de un Estado que versen sobre derechos 
humanos predominen en el orden interno (art. 93)” (Agudelo et al, 2017, p. 118). Entre 
tanto, si el Estado colombiano no implementa mecanismos de protección para el ejercicio 
del periodismo estaría incumpliendo con sus obligaciones internacionales en materia de 
protección de los derechos humanos. 
En conclusión, pese a que se le ha reconocido una especial protección al ejercicio del 
periodismo en el marco normativo colombiano, este se ha visto y se sigue viendo 
amenazado por restricciones y censuras que se le pretenden imponer, sea por vías de 
derecho o de hecho, siendo los dos,  medios a través de los cuales se vulneran derechos 
humanos y fundamentales individuales y colectivos, dentro de los que se encuentra el bien 
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jurídico de la libertad individual, un presupuesto esencial de todo individuo al interior de un 
Estado Social de Derecho como el que es Colombia. 
Por ello, el Estado colombiano en cumplimiento de sus obligaciones internacionales 
debe propender por la salvaguarda del derecho a la libertad de prensa de forma tal que la 
información pueda ser transmitida al mayor número posible de individuos con el objetivo 
de garantizar una mayor democracia al interior de la sociedad. 
4. Límites al ejercicio de derecho a la libertad de prensa y de información. 
La libertad de prensa e información como todo derecho fundamental no es absoluto y 
por lo tanto tiene límites que se enmarcan en el respeto por otros derechos fundamentales 
de terceros, por la ley y las instituciones. Esto en sí, no representa una censura ni una 
restricción a la libertad de expresión, pues del Estado social de Derecho se predica la 
solidaridad y el predominio del interés general.  
De esta manera es permisible imponer limitaciones a la libertad de prensa y de 
información cuando se pretendan proteger otras prerrogativas de categoría superior. En 
palabras de la Corte Constitucional: 
(…) pues no sólo los derechos no son absolutos en la medida en que 
prevalece el interés general, sino que en especial, debe respetar los derechos 
ajenos y no abusar de los propios, y debe obrar conforme al principio de 
solidaridad social, y debe igualmente, respetar y apoyar a las autoridades 
democráticas legítimamente constituidas y propender al logro y 
mantenimiento de la paz (art. 95, inciso 1° CP); en tercer término, porque 
los derechos no son absolutos y, por tanto, es dable imponerles límites (claro 
está derivados de la Constitución y la ley, y sin que con ello se anulen o 
desnaturalicen). (Corte Constitucional, Sentencia C-199,2008) 
Lo anterior, se enfatiza de forma significativa en el ejercicio periodístico, púes a los 
periodistas les asiste una responsabilidad muy grande al momento de ejercer su profesión, 
ya que deben manejar la información de manera profesional. Esto, debido al alcance que 
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tienen los medios de comunicación dentro de la sociedad. Como bien indicó la Corte 
Constitucional: 
La profesión de periodista goza de la protección constitucional que garantiza 
su libertad e independencia y la reserva de la fuente de información, pero, al 
mismo tiempo -y en esto radica el principal cambio con respecto al régimen 
constitucional anterior a 1991- se le exige un alto grado de responsabilidad 
social, que conlleva la exigibilidad de ciertos deberes acordes con la 
profesión del periodismo. El periodista ha de actuar con profesionalismo en 
el manejo de los datos, así como en el uso del lenguaje, con el objeto de que 
la información que está llamado a difundir alcance su cometido. (Corte 
Constitucional, Sentencia T-602,1995) 
De modo que, a todo individuo le asiste el “derecho de exponer ante el público los 
sentimientos que le plazcan; prohibir esto sería destruir la libertad de prensa; pero si se 
publica lo que es impropio, malicioso o ilegal, debe cargar con las consecuencias de su 
temeridad.” (Backstone, 1915, pp. 151-152, citado por Gómez y Tamayo, 2005, p. 74). Lo 
anterior, conlleva a colegir que el límite a la libertad de prensa y de información se 
circunscribe a responsabilidades ulteriores que son consecuencia de un ejercicio arbitrario 
de esta prerrogativa. 
 A su vez, la Corte Constitucional en sentencia T-298 del 2009 manifestó lo siguiente: 
La Corte ya ha reconocido de manera reiterada que “(e)l marco general de 
las limitaciones admisibles a la libertad de expresión, lo proveen los 
artículos 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 13 de 
la Convención Americana de Derechos Humanos, que orientan la 
interpretación del artículo 20 de la Carta y demás normas concordantes. Una 
lectura detenida de estas disposiciones revela que las limitaciones a las 
libertades de expresión (en sentido estricto), información y prensa, para ser 
constitucionales, deben cumplir con los siguientes requisitos básicos: (1) 
estar previstas de manera precisa y taxativa por la ley, (2) perseguir el logro 
de ciertas finalidades imperiosas, (3) ser necesarias para el logro de dichas 
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finalidades, (4) ser posteriores y no previas a la expresión, (5) no constituir 
censura en ninguna de sus formas, lo cual incluye el requisito de guardar 
neutralidad frente al contenido de la expresión que se limita, y (6) no incidir 
de manera excesiva en el ejercicio de este derecho fundamental.” (Corte 
Constitucional, Sentencia T-298, 2009) 
Así las cosas, los límites que se le impongan a la libertad de prensa y de información no 
deben constituir una censura como tal; sino que tales deben propender por la protección de 
otras prerrogativas consignadas en la Carta Política. Por consiguiente, la libertad de prensa 
tiene la obligación de informar con veracidad e imparcialidad; algo que presupone un 
“manejo serio y la presentación ponderada de los hechos y de las reflexiones que, sin 
conducir al silencio, sea producto de la madura reflexión de los efectos que genera la 
publicación y la difusión masiva.” (Corte Constitucional, Sentencia T-609 de 1992). 
En palabras del alto Tribunal: 
La veracidad y la imparcialidad de una información son cualidades que 
deben predicarse del conjunto de ella, es decir, para que tales requerimientos 
constitucionales se cumplan, es necesario que todos los factores integrantes 
del material informativo que llega al público contribuyan a su realización 
(unidad informativa). (Corte Constitucional, Sentencia T-259,1994)  
De este modo, se entiende que los medios de comunicación deben cumplir con una 
finalidad social tendiente a facilitar “procesos de intercambio de conocimientos y debates 
de carácter social y son la materialización de la necesidad de relacionarse que tienen todos 
los seres humanos. Mediante ellos se describen situaciones y problemas de nuestra 
realidad.” (Barragán y López, 2018, p. 191). 
De igual manera, en la sentencia T-368 de 1998 la Corte Constitucional expresó con 
relación a las responsabilidades de los medios de comunicación lo siguiente: 
Esta Corporación ha señalado, que los medios de comunicación no por el hecho de 
hallarse rodeados de las garantías que para el desarrollo de su papel ha consagrado 
el Constituyente, pueden erigirse en entes omnímodos del todo sustraídos al 
36 
 
ordenamiento positivo y a la deducción de consecuencias jurídicas por los 
perjuicios que puedan ocasionar a la sociedad, al orden público o a las personas 
individual o colectivamente consideradas, por causa o con ocasión de sus 
actividades. Los periodistas tienen una seria responsabilidad no sólo con su 
audiencia, sino con la sociedad y el Estado, pues el ejercicio de su actividad, según 
sea desarrollada por ellos, puede contribuir efectivamente a la consolidación de la 
democracia o convertirse en un obstáculo insalvable para el desarrollo de 
principios que le son esenciales, tales como la tolerancia, el respeto a la diferencia 
y la condición de dignidad de los individuos receptores de la información que ellos 
producen. Su labor trasciende la emisión de información y se extiende al terreno 
de la educación para la convivencia armónica. (Corte Constitucional, Sentencia T-
368, 1998) 
Por lo tanto, los límites a la libertad de prensa de acuerdo con lo que se ha mencionado 
previamente constituyen un amparo a otras prerrogativas de categoría superior, atendiendo 
de esta forma a los principios que fundamentan al Estado Social de Derecho, tales como, la 
solidaridad, la dignidad humana, el interés general y la protección y garantía del ejercicio 
de los derechos fundamentales de los administrados. 
Lo anterior, ha sido dispuesto por los tratados internacionales que Colombia ha 
ratificado y que hoy en día hacen parte de su bloque de constitucionalidad. Sin embargo, 
como se ha mencionado, esta limitación no se debe materializar de forma previa, es decir, 
no puede condicionarse la publicación o transmisión de opiniones, ideas e información, 
pues existe una prohibición de censura total; sino que las limitaciones a imponer deben ser 
ulteriores. Como bien indicó la Corte Constitucional: 
Las restricciones a la libertad de opinión son excepcionales en un Estado social de 
derecho. Ellas son posibles para asegurar el equilibrio de puntos de vista –
necesario para generar opinión pública-; para garantizar el uso de la libertad de 
opinión periodística como mecanismo para generar debate –excluyéndose las 
persecuciones- y para evitar el insulto o las incitaciones directas a la violencia. 
(Corte Constitucional, Sentencia T-1319, 2001) 
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Además, los límites que se impongan deben estar previamente establecidos en normas 
claras y generales, ejemplo de ello son los artículos 220 y 221 el Código Penal colombiano 
que sanciona la injuria y la calumnia. De igual manera, el artículo 19 de la ley 29 de 1944 
establece que: 
Todo director de periódico está obligado a insertar gratuitamente, dentro del tercer 
día del recibo, si se tratare de diario, o en el número próximo más inmediato, si no 
lo fuere, las rectificaciones o aclaraciones que se le dirijan por particulares, 
funcionarios públicos, corporaciones o entidades, con motivo de relaciones falsas 
de sus actos, o a quienes se haya ofendido con conceptos injuriosos en dicho 
periódico, siempre que tales rectificaciones no tengan carácter injurioso. 
Sobre esto último, la Corte Constitucional manifestó lo siguiente: 
Se trata del principio fundamental de la responsabilidad posterior, según el cual los 
medios de comunicación al ejercer libremente sus funciones democráticas no 
pueden ser sometidos a ninguna modalidad de control previo sino exclusivamente 
a responsabilidades posteriores al ejercicio de su libertad, siempre que la base de 
estas responsabilidades esté definida en la ley de manera clara, específica y precisa 
para garantizar un interés constitucional, y respetando la norma superior y los 
tratados internacionales que integran el bloque de constitucionalidad.(Corte 
Constitucional, Sentencia C-650,2003) 
Bajo esta misma línea, Botero, Gómez, Guzmán y Jaramillo (2017) expresaron lo 
siguiente: 
Toda limitación de la libertad de expresión debe haber sido prevista en forma 
previa (sic), expresa, taxativa y clara en una ley, en el sentido formal y material, es 
decir, en una norma vinculante general y abstracta adoptada por el órgano 
legislativo constitucionalmente previsto por el procedimiento correspondiente. 
Dicha ley debe establecer una definición precisa del alcance de la limitación por 
imponer en términos lo suficientemente claros y no ambiguos como para que los 
ciudadanos gocen de seguridad jurídica al respecto.  
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Dado que –como se verá– existe una prohibición absoluta de la censura previa, la 
ley que establezca una limitación de la libertad de expresión solo puede hacerlo a 
la manera de responsabilidades ulteriores por el ejercicio de este derecho, y de 
ninguna manera estableciendo requisitos, condiciones o autorizaciones previas a la 
emisión de un acto expresivo (p. 100). 
Las citaciones realizadas previamente, evidencian un instrumento que se convierte en un 
límite ulterior a la libertad de prensa y de información y es el derecho a la rectificación, el 
cual se encuentra reglamentado en los siguientes términos: 
El Estado garantiza el derecho a la rectificación, en virtud del cual, a toda persona 
natural o jurídica o grupo de personas se les consagra el derecho inmediato del 
mismo, cuando se vean afectadas públicamente en su buen nombre u otros 
derechos e intereses por informaciones que el afectado considere inexactas, 
injuriosas o falsas transmitidas en programas de televisión cuya divulgación pueda 
perjudicarlo. (Ley 182, 1995, art.30) 
Sobre el derecho a la rectificación la Corte Constitucional manifestó lo siguiente: 
La jurisprudencia ha hecho énfasis en que la rectificación se trata, de un derecho 
del afectado y una obligación del medio de comunicación, y no un acto generoso 
de parte de este último.  Se trata de un derecho del que son titulares las personas 
naturales cuyo derecho a la honra y al buen nombre se haya visto vulnerado por 
informaciones falsas, parcializadas, inexactas, imprecisas, o poco objetivas que se 
hayan divulgado en cualquier medio de comunicación.  El derecho a la 
rectificación solo procederá cuando se compruebe que se divulgaron 
informaciones falsas, parcializadas o inexactas de los hechos, vulnerando el 
derecho a la honra y al buen nombre de una persona; cuando se haya comprobado 
que la información en relación con decisiones judiciales o procesos disciplinarios 
era falsa, parcializada o inexacta, y se afectó el derecho a la honra y al buen 
nombre; o cuando se afecte el derecho a la honra y al buen nombre de una persona 
por afirmaciones públicas específicas, aunque no se mencione expresamente el 
nombre del sujeto. (Corte Constitucional, Sentencia T-003,2011). 
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Lo anterior, da paso a esta investigación para hablar respecto de la confrontación entre la 
libertad de expresión y otros derechos fundamentales, pues como se ha descrito 
previamente, una de las causales para que se establezcan límites a este derecho fundamental 
consiste en la protección de otras prerrogativas de categorías superior consignadas en la 
Constitución Política colombiana. 
5.  La libertad de expresión en conflicto con otros derechos fundamentales. 
Como se ha señalado previamente, pese al carácter privilegiado  que ostenta la libertad 
de expresión cuyo efecto inmediato es la generación de presunciones constitucionales; no 
es un derecho que por mandato legal o por desarrollo jurisprudencial se pueda considerar 
como absoluto.  
Así las cosas, esta libertad solo puede limitarse cuando sea necesario preservar los 
derechos fundamentales a la intimidad, el buen nombre y la prohibición de discriminación; 
algo que ocurre cuando se ejerce de manera arbitraria, desproporcionada o bajo insultos e 
injurias sin tener en consideración los principios básicos del Estado Social de Derecho y 
frente a lo cual,  es necesario ponderar los derechos en conflicto, teniendo en consideración 
el tipo de expresión emitida  y el contexto en el que fue efectuada.  
Ahora bien, esta ponderación debe partir de la veracidad e imparcialidad de la 
información que se transmita. Es decir, que la libertad y en específico, el derecho a la 
libertad de prensa y de información debe ejercerse con la responsabilidad que el artículo 20 
constitucional exige, ya que esta actividad conlleva deberes sociales; además que se 
entiende que la misma es ejercida de buena fe. En palabras de la Corte Constitucional: 
La libertad de información, como se dijo antes, no es absoluta, porque ella apareja 
responsabilidades y deberes sociales; la información y la noticia deben ser veraces 
e imparciales, es decir, guardar conformidad con los hechos o acontecimientos 
relatados; en tal virtud, cuando ello no suceda el afectado podrá solicitar la 
rectificación de la información inexacta o falsa. No obstante, al presunto afectado 
con la información es a quien le corresponde aportar las pruebas de que las 
publicaciones realizadas no son veraces, no son exactas y por lo tanto, no 
corresponden a la realidad o distorsionan los hechos. No es al medio informativo 
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responsable de la información a quien le corresponde probar que está diciendo la 
verdad, pues de conformidad con el artículo 20 de la Constitución Política se parte 
de la base de que ésta es imparcial y de buena fe. De ahí, que esta norma consagre 
el principio de la responsabilidad social de los medios de comunicación y prohíba 
la censura (Corte Constitucional, Sentencia SU-056,1995) 
Las prerrogativas  en mención se vulneran “si se atribuyen o difunden informaciones o 
afirmaciones que indebidamente menoscaban o dañan la reputación o consideración social 
de una persona, con mayor razón si tales imputaciones carecen de veracidad.” (Eguiguren, 
2000, p. 152). Es en este punto, donde se configura el derecho a la rectificación que fue 
mencionado previamente dentro de esta investigación, con el que se busca “que 
desaparezca o se rectifique el perjuicio que la acción abusiva provoca.” (Pfeffer, 2000, p. 
472). Obviamente, que solo se entraría a rectificar cuando el afectado pueda demostrar que 
la información difundida no es veraz ni tampoco imparcial, de lo contrario, se estaría 
censurando arbitrariamente el derecho a la libertad información manifestada a través de la 
libertad de prensa y de información. Como bien indico el máximo órgano constitucional: 
La rectificación prevista en el Estatuto Superior, referida en la jurisprudencia a la 
información, más no a la opinión o a los juicios de valor que puedan expresar a 
través de los medios de comunicación, en desarrollo del derecho fundamental a la 
libre expresión, tiene como finalidad esencial precaver atentados contra los 
derechos fundamentales, pero primordialmente, garantizar a los destinatarios de la 
información el derecho a ser informado, conforme a lo dispuesto en el Artículo 20 
de la Constitución. (Corte Constitucional, Sentencia SU-1721,2000) 
Así las cosas, lo citado previamente deja en claro que la libertad de expresión 
manifestada a través de la libertad de prensa y de información puede atentar contra 
prerrogativas de categoría superior que son protegidas a nivel constitucional como lo son la 
intimidad, el buen nombre, el honor y la honra de las personas. 
Con respecto al derecho a la intimidad, la Corte Constitucional expresó lo siguiente: 
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 El derecho a la intimidad, está orientado a garantizar a las personas una esfera de 
privacidad en su vida personal y familiar, al margen de las intervenciones 
arbitrarias del Estado o de terceros. Comprende de manera particular la protección 
frente a la divulgación no autorizada de los asuntos que conciernen a ese ámbito de 
privacidad. (Corte Constitucional, Sentencia C-489,2002) 
Respecto del buen nombre, en la misma jurisprudencia la Corte preciso su alcance en los 
siguientes términos: 
El buen nombre ha sido entendido por la jurisprudencia y por la doctrina como la 
reputación, o el concepto que de una persona tienen los demás y que se configura 
como derecho frente al detrimento que pueda sufrir como producto de expresiones 
ofensivas o injuriosas o informaciones falsas o tendenciosas. Este derecho de la 
personalidad es uno de los más valiosos elementos del patrimonio moral y social y 
un factor intrínseco de la dignidad humana que a cada persona debe ser reconocida 
tanto por el Estado, como por la sociedad. El derecho al buen nombre, como 
expresión de la reputación o la fama que tiene una persona, se lesiona por las 
informaciones falsas o erróneas que se difundan sin fundamento y que distorsionan 
el concepto público que se tiene del individuo. (Corte Constitucional, Sentencia C-
489,2002) 
En lo que concierne al derecho a la honra, la Corte ha manifestado su semejanza y 
cobertura dentro del derecho al buen nombre, no obstante el criterio diferenciable aplicado 
por el máximo tribunal se tiene  en razón a la dignidad humana, en virtud de lo cual la 
honra es un derecho que debe ser protegido con el fin de no menoscabar el valor intrínseco 
de los individuos frente a la sociedad y frente a sí mismos, y garantizar la adecuada 
consideración y valoración de las personas  dentro de la colectividad. (Corte Constitucional, 
Sentencia C-489,2002) 
Según la Corte Constitucional: 
4.3.1. La libertad de información y en concreto, la libertad de prensa, son derechos 
cuya protección puede favorecer tensiones indiscutibles con otros derechos de la 
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personalidad, como el derecho al buen nombre (C.P. art. 15), la honra (C.P. art. 
21) y el derecho a la intimidad (C.P. art. 20). Ahora bien, si bien existe prima 
facie una protección preferente a la libertad de opinión, ciertamente amenazas 
contra la honra, el buen nombre y otros derechos fundamentales, autorizan la 
intervención constitucional, pues ningún derecho fundamental se reputa absoluto. 
Así, es posible concluir que en casos de tensión entre derechos, el objetivo 
constitucional será siempre el de lograr una adecuada armonización y ponderación 
de los mismos. (Corte Constitucional, Sentencia T-219,2009) 
 Como bien indico la Corte Constitucional: 
Al respecto, ha sostenido la Corte Constitucional colombiana que la opinión 
difundida por un medio de comunicación puede afectar los derechos 
fundamentales al buen nombre, a la intimidad u otros, cuando se presentan niveles 
de insulto o, tratándose de expresiones dirigidas a personas específicas, resulten 
absolutamente desproporcionadas frente a los hechos, comportamientos o 
actuaciones, que soportan la opinión, de tal manera que, más que una generación 
del debate, demuestre la intención clara de ofender sin razón alguna o un ánimo de 
persecución desprovisto de toda razonabilidad.  (Corte Constitucional, Sentencia 
T-550, 2012) 
Lo anterior, implica per se que el derecho a la libertad de expresión no puede estar por 
encima de los derechos a la intimidad, honra y buen nombre de las personas; sin embargo, 
estos últimos tampoco pueden prevalecer sobre la libertad de expresión. Será necesario 
entonces realizar una ponderación que garantice la armonía entre los derechos en tensión. 
Con respecto a este punto, Bautista (2015) indicó lo siguiente: 
La cuestión es, ¿cómo opera también la ponderación entre derechos individuales y 
la garantía de libertad de expresión?, sobre este aspecto la Corte Constitucional 
también ha tenido que definir un concepto que podría ser útil como punto de 
partida para el análisis de estos derechos, y es que ninguno prevalece sobre otro, 
sino que su interpretación ha de ser armónica y garantista en particular de 
principios constitucionales como el de dignidad humana (p. 34). 
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De esta forma, se entiende que es un deber del Estado propender por que en Colombia se 
garantice la libertad de expresión a través de un ejercicio responsable de la libertad de 
prensa y de información, con el objetivo de que no se vulnere de modo alguno el derecho a 
la intimidad personal y familiar o el buen nombre de los individuos.  
Además, debe tenerse en cuenta que, con las nuevas tecnologías de información y las 
redes sociales, el ejercicio de la libertad de expresión puede tornarse mucho más abusivo y 
difícil de controlar. Téngase en cuenta que de acuerdo con cifras de la OEA (2014) citadas 
por Becerra, Cotino, García, Sánchez y Torres (2015, p. 55) “a finales del 2012, alrededor 
de 2.500 millones de personas estaban en línea (incremento del 10 % anual), 241 millones 
más que el año anterior”  
Por lo tanto, se hace necesario adecuar el marco normativo colombiano con relación a 
estas nuevas formas de comunicación presentes en la sociedad, sin que con ello se pretenda 
censurar el contenido y/o información que se difunde en la internet y en los medios masivos 
de comunicación. 
En Colombia se protege la intimidad personal y familiar y el buen nombre y se 
obliga al Estado a respetarlo y hacerlo respetar. El poder público que ejerce el 
Estado mediante sus instituciones debe ser real y efectivo. Las nuevas tecnologías 
avanzan con mucha rapidez, mientras la regulación aún está en un proceso de 
adecuación para ajustarse a las realidades de un contexto global. (Castro, 2016, p. 
130) 
En conclusión, el ejercicio de la libertad de expresión manifestado mediante la libertad 
de prensa entra en tensión con otras prerrogativas de categoría superior cuando se ejerce de 
forma irresponsable y arbitraria, pues el mismo no es un derecho absoluto. Por lo tanto, 
para su protección y garantía de satisfacción se debe atender a principios que fundamentan 
el Estado Social de derecho tales como, la dignidad humana, la solidaridad y el interés 
general. 
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Conclusiones 
La libertad de expresión materializada mediante la libertad de prensa y de información 
es uno de los derechos fundamentales más importantes dentro de una sociedad, pues a 
través de este se logra edificar una democracia mucho más transparente y una participación 
social más efectiva de los ciudadanos en los asuntos que les competen respecto de la 
afectación positiva o negativa, directa o indirecta. 
Sin embargo, como se ha descrito, este derecho no es absoluto y encuentra unos límites 
que se enmarcan en la responsabilidad de su ejercicio, en la veracidad e imparcialidad de la 
información que se difunde, en el respeto por los derechos fundamentales de terceros y en 
algunos principios que fundamentan al Estado Social de Derecho como, la solidaridad, la 
dignidad humana, el interés general y el respeto por los derechos humanos. 
De esta manera, se entiende que el derecho a la libertad de expresión no puede socavar 
el buen nombre, la honra, el honor, ni la dignidad de ninguna persona o colectividad. Pero 
así mismo, las limitaciones que se le impongan a esta prerrogativa no pueden ser anteriores, 
es decir, no se puede condicionar su ejercicio. 
 Así las cosas, solamente puede predicarse una limitación a la libertad de expresión, 
especialmente cuando se materialice por medio de la libertad de prensa y de información en 
el momento en el que se generen responsabilidades ulteriores demostradas por quien se 
considere perjudicado. 
Esta estipulación se encuentra consagrada taxativamente en el artículo 20 de la 
Constitución Política, el cual determina la responsabilidad social que tienen los medios de 
comunicación; lo que implica un ejercicio responsable de la actividad periodística, así 
como el derecho a la rectificación, es decir, el deber de corregir la información que haya 
sido difundida sin contemplar los principios de veracidad e imparcialidad, pero a su vez, 
preceptúa que no habrá ningún tipo de censura.  
Por consiguiente, los límites a la libertad de prensa e información no podrán soslayar el 
amparo especial que la Constitución Política y el desarrollo jurisprudencial le han otorgado 
al ejercicio del periodismo como instrumento de la libertad de expresión. Pues vale la pena 
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recordar que el artículo 73 superior, consagra que la “actividad periodística gozará de 
protección para garantizar su libertad e independencia”. 
De esta manera y teniendo presente lo que determinan los tratados internacionales 
ratificados por Colombia, los límites al ejercicio de la libertad de prensa y de información 
solo procederán con el objetivo de salvaguardar otros derechos fundamentales cuando se 
compruebe que estos últimos fueron transgredidos como consecuencia de la información 
difundida. 
Quiere lo anterior decir, que las limitaciones impuestas no tiendan a censurar a los 
periodistas ni a ningún otro individuo que desee manifestar libremente sus sentimientos, 
pensamientos, ideas e investigaciones que hayan llevado a cabo, pese a que los resultados 
de todo esto incomoden a algunos pocos; así como mitigar al máximo que a través de vías 
de hecho y de derecho se pretenda silenciar la información a la que todos los ciudadanos 
tienen el derecho de acceder.  
Es aquí, donde el Estado desempeña un papel muy importante, pues de él depende la 
ejecución de políticas de prevención que garanticen de manera armónica el ejercicio del 
derecho a la libertad de expresión, junto con los derechos a la intimidad, honra y buen 
nombre de los ciudadanos en general. 
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